
Aunque no es habitual que la Revista publique este tipo de textos, juzga-
mos de interés para los lectores hacer una excepción con la ley de la Asam-
blea Nacional de la República Bolivariana de Venezuela que a continuación
se reproduce, seguida del manifiesto que contra la misma ha suscrito un
grupo de profesores venezolanos.

LA ASAMBLEA NACIONAL
DE LA REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA

DECRETA

la siguiente,

LEY QUE AUTORIZA AL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA
PARA DICTAR DECRETOS CON RANGO, VALOR Y FUERZA

DE LEY EN LAS MATERIAS QUE SE DELEGAN

Artículo 1. Se autoriza al Presidente de la República para que, en
Consejo de Ministros, dicte Decretos con Rango, Valor y Fuerza de Ley, de
acuerdo con las directrices, propósitos y marco de las materias que se delegan
en esta Ley, de conformidad con el último aparte del artículo 203 y el nume-
ral 8 del artículo 236 de la Constitución de la República Bolivariana de Vene-
zuela y, en consecuencia:
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1. En el ámbito de transformación de las instituciones del Estado

Dictar normas con el objeto de actualizar y transformar el ordenamiento
legal que regula a las instituciones del Estado, a los fines de que éstas orien-
ten su actuación al servicio de los ciudadanos, en forma eficaz, eficiente,
honesta, participativa, simple, imparcial, racional y transparente, evitando el
sobredimensionamiento estructural y garantizando la participación popular.

2. En el ámbito de la participación popular

Dictar normas que establezcan los mecanismos de participación popular
de la comunidad organizada en la aplicación del ordenamiento jurídico y
ámbito económico y social del Estado, a través de la planificación, el control
social, la inspección técnica social y la práctica del voluntariado, y que
adecuen la estructura organizativa de las instituciones del Estado, para permi-
tir el ejercicio directo de la soberanía popular.

3. En el ámbito de los valores esenciales del ejercicio 
de la función pública

Dictar normas orientadas a erradicar definitivamente la corrupción, refor-
mar el régimen funcionarial y de responsabilidad personal del funcionario,
fomentar su ética, su actualización técnica continua y su formación como
servidor público.

4. En el ámbito económico y social

Dictar normas que adapten la legislación existente a la construcción de un
nuevo modelo económico y social sustentable, destinadas a los sectores de
salud, educación, seguridad social, seguridad agroalimentaria, turístico, de
producción y empleo, entre otros, que permita la inserción del colectivo en el
desarrollo del país, para lograr la igualdad y la equitativa distribución de la
riqueza, actualizando el Sistema Público Nacional de Salud y elevando la
calidad de vida de los ciudadanos y de los pueblos y comunidades indígenas,
en aras de alcanzar los ideales de justicia social e independencia económica,
así como las relativas a la utilización de los remanentes netos acumulados de
capital. 
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5. En el ámbito financiero y tributario

Dictar normas que profundicen y adecuen el sistema financiero público y
privado a los principios constitucionales y, en consecuencia, modernizar el
marco regulatorio de los sectores monetario, banca, seguros, tributario e impo-
sitivo.

6. En el ámbito de la seguridad ciudadana y jurídica

Dictar normas destinadas a la organización y funcionamiento del sistema
de seguridad ciudadana, del sistema policial y del sistema penitenciario; esta-
blecer procedimientos eficaces, eficientes, transparentes y tecnológicamente
aptos y seguros para la identificación ciudadana y el control migratorio y la
lucha contra la impunidad, así como establecer procedimientos tendentes a
materializar la seguridad jurídica.

7. En el ámbito de la ciencia y la tecnología

Dictar normas que permitan el desarrollo de la ciencia y la tecnología, a
fin de satisfacer las necesidades de educación, salud, medio ambiente y biodi-
versidad, industrialización y calidad de vida de la población, de conformidad
con los principios constitucionales.

8. En el ámbito de la ordenación territorial

Dictar normas que establezcan una nueva distribución y ocupación de los
espacios subnacionales, a los fines de que se constituya una nueva regionali-
zación del país, para optimizar la acción del Estado, y que regulen la creación
de asentamientos de las comunidades en el territorio nacional que estimulen el
desarrollo endógeno.

9. En el ámbito de seguridad y defensa

Dictar normas que establezcan la organización y funcionamiento de los
asuntos relacionados con la seguridad y defensa integral de la Nación, así
como la implementación de las zonas operacionales de defensa de la Nación;
que desarrollen la estructura, organización y funcionamiento de la Fuerza
Armada Nacional, así como lo atinente a la disciplina y carrera militar; la
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organización y funcionamiento del Sistema Nacional de Inteligencia y
Contrainteligencia; para la regulación y supervisión de todo lo concerniente a
la materia de armas y elementos conexos; y las que garanticen y desarrollen la
atención integral de las fronteras.

10. En el ámbito de la infraestructura, transporte y servicios

Dictar normas que fomenten la utilización del potencial humano e indus-
trial y la infraestructura existente, a los fines de optimizar los sistemas de
transporte terrestre, ferroviario, marítimo, fluvial y aéreo, regulando la presta-
ción de los servicios públicos en general, y de un sistema para la construcción
de viviendas dignas, así como el desarrollo de las actividades marinas y cone-
xas, de los espacios acuáticos e insulares, de los puertos, de las zonas coste-
ras, y del comercio marítimo. Igualmente, dictar normas regulatorias que
actualicen el sector de las telecomunicaciones y la tecnología de información,
tomando en cuenta su convergencia, el servicio postal y el acceso de los ciuda-
danos a la Administración Pública mediante mecanismos informáticos, elec-
trónicos y telemáticos.

11. En el ámbito energético

Dictar normas relativas a los hidrocarburos y sus derivados, que adecuen
la normativa vigente a las transformaciones del Estado y en armonía con el
principio de plena soberanía de los recursos naturales; tales como, las relati-
vas a las potestades regulatorias de supervisión y control del Ministerio del
Poder Popular para la Energía y Petróleo; las concernientes a los regímenes
sancionatorios, disciplinarios y de administración y recaudación de los tribu-
tos; al sistema de distribución y transporte de los productos derivados del
petróleo y gas doméstico; y a las medidas de seguridad aplicables a los bienes
afectos a las actividades petroleras, con especial énfasis a los tecnológicos e
informáticos y a la administración e inversión de los ingresos percibidos por
la República en razón de los hidrocarburos. Dictar normas que permitan al
Estado asumir directamente, o mediante empresas de su exclusiva propiedad,
el control de las actividades realizadas por las asociaciones que operan en la
Faja Petrolífera del Orinoco, incluyendo los mejoradores y las asociaciones de
exploración a riesgo y ganancias compartidas, para regularizar y ajustar sus
actividades dentro del marco legal que rige a la industria petrolera nacional, a
través de la figura de empresas mixtas o de empresas de la exclusiva propie-
dad del Estado. Dictar normas para reformar el Decreto Número 310 con

DECRETO DE LA ASAMBLEA NACIONAL DE LA REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA

214
Revista Española de Derecho Constitucional

ISSN: 0211-5743, núm. 79, enero-abril (2007), págs. 211-218



Rango y Fuerza de Ley Orgánica de Hidrocarburos Gaseosos, a fin de adecuar
el aprovechamiento, exploración, explotación e industrialización del gas a las
políticas implantadas por el Ejecutivo Nacional para este sector. Dictar normas
que permitan al Estado asumir directamente, o mediante empresas de su exclu-
siva propiedad, el control de las actividades realizadas por las empresas priva-
das en el sector eléctrico, por razones estratégicas, de seguridad, utilidad o
bienestar social. Dictar normas para reformar la Ley Orgánica del Servicio
Eléctrico, en función de las medidas de reestructuración del sector que viene
adoptando el Ejecutivo Nacional a los fines de lograr una mayor expansión y
eficiencia del servicio en beneficio del pueblo.

Artículo 2. Cuando se trate de un Decreto con Rango, Valor y Fuerza de
Ley, al cual el Presidente de la República le confiera carácter Orgánico, debe-
rá remitirse, antes de su publicación en la Gaceta Oficial de la República Boli-
variana de Venezuela, a la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justi-
cia, a los fines de que ésta se pronuncie sobre la constitucionalidad de tal
carácter, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 203 de la Constitución
de la República Bolivariana de Venezuela.

Artículo 3. La habilitación al Presidente de la República para dictar
Decretos con Rango, Valor y Fuerza de Ley en las materias que se delegan
tendrá un lapso de duración de dieciocho (18) meses para su ejercicio, conta-
do a partir de la publicación de esta Ley en la Gaceta Oficial de la República
Bolivariana de Venezuela.

Artículo 4. La presente Ley entrará en vigencia a partir de su publica-
ción en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela. 

Dada, firmada y sellada, en el Palacio Federal Legislativo, sede de la
Asamblea Nacional, en Caracas, a los treinta y un días del mes de enero de dos
mil siete. Año 196 de la Independencia y 147 de la Federación. 

CILIA FLORES

Presidenta de la Asamblea Nacional 

DESIRÉE SANTOS AMARAL ROBERTO HERNÁNDEZ WOHNSIEDLER

Primera Vicepresidenta Segundo Vicepresidente 

IVÁN ZERPA GUERRERO

Secretario
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LA LEY HABILITANTE, POR SER UNA «LEY DE PLENOS PODERES» 
ESTÁ TOTALMENTE VICIADA DE INCONSTITUCIONALIDAD

La Comisión de Profesores designada por el Consejo de Facultad de Cien-
cias Jurídicas y Políticas para estudiar los posibles cambios constitucionales,
presidida por el Decano Dr. Jorge Pabón, e integrada por los académicos Juan
Carlos Rey, Manuel Rachadell, Alfredo Arismendi, Humberto Njaim, Arman-
do Rodríguez, Pedro Guevara, Rogelio Pérez Perdomo y José Pena Solís,
produjo un segundo documento de veintidós páginas, en el cual analiza a la luz
de la Constitución, de la doctrina y del Derecho Comparado, la recién promul-
gada ley habilitante, y como resultado de dicho estudio concluye en que el
referido texto legislativo, por ser una ley de plenos poderes, colide de manera
frontal con el artículo 203, tercer aparte de la Constitución, así como con el
211 ejusdem. La referida conclusión general aparece desagregada en el traba-
jo en las siguientes conclusiones específicas:

Primera: La ley habilitante está afectada de graves vicios de inconstitu-
cionalidad, en virtud de que carece de objeto definido y concreto, así como de
las directrices y propósitos contemplados como requisitos necesarios de vali-
dez de ese tipo de ley en el artículo 203, tercera parte, de la Constitución, los
cuales son límites estrictos al ejercicio de la potestad normativa delegada al
Presidente de la República. En efecto, La Ley fue sancionada por la Asamblea
Nacional señalando once ámbitos, sin ningún tipo de especificación ni de
determinación, dejando abierta de esa manera la posibilidad para que sean
dictadas normas con rango de ley en cualquiera de las materias que de confor-
midad con el artículo 187 constitucional constituyen el objeto de la potestad
legislativa de la Asamblea Nacional, lo que queda demostrado en el artículo 1,
numeral 4, que se refiere al ámbito económico y social, en el cual se otorga al
Presidente de la República la potestad de dictar normas destinadas a los secto-
res de salud, educación, seguridad social, seguridad agroalimentaria, turístico,
de producción y empleo, entre otros. Por tanto, la carencia de los requisitos
constitucionales aproxima mucho la ley habilitante a una ley de plenos pode-
res, de ingrata recordación por su uso indiscriminado por los peores regíme-
nes totalitarios del siglo XX.

Segunda: La ley habilitante delega al Presidente de la República la compe-
tencia para que dicte decretos con fuerza de ley en materias que la Constitu-
ción reserva a las leyes orgánicas, lo que transgrede flagrantemente el artícu-
lo 203 constitucional, que reserva esa regulación de manera exclusiva y
excluyente a la Asamblea Nacional. Pero en esa misma línea argumental se
observa con asombro que el referido texto transfiere al Presidente de la Repú-
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blica la potestad de regular o desarrollar los derechos humanos o constitucio-
nales, configurando de esa manera una indudable violación del citado artícu-
lo 203, y un atentado contra principios generales del Derecho Constitucional,
y desde luego a los tratados relativos a derechos humanos suscritos por Vene-
zuela.

Tercera: La tesis relativa a que la ley habilitante contendría una delegación
para que el Presidente de la República pueda dictar decretos con fuerza de ley
basados en la reforma constitucional que eventualmente será aprobada este
año, esgrimida tanto por el Presidente de la República, como por integrantes
del Consejo Presidencial para la Reforma Constitucional, contradice clara-
mente el artículo 203 de la Constitución, que no admite, o mejor prohíbe, dele-
gaciones legislativas condicionadas, pues dicho dispositivo impone que la
delegación, por su carácter excepcionalísimo, responda exclusivamente a la
normas que integran la Constitución en la fecha en que sea sancionada la ley
habilitante. Por cuanto la referida tesis comporta una clara manipulación del
aludido precepto, su aplicación podría llegar a configurar una especie de frau-
de constitucional. En todo caso sostenemos que en la fecha en que eventual-
mente entre en vigencia la Constitución reformada, operará un decaimiento
ipso constitutionem del resto de la potestad legislativa transferida por la Asam-
blea Nacional, que todavía no haya sido ejercida por el Presidente de la Repú-
blica.

Cuarta: La ley habilitante genera un inadmisible vaciamiento de la potes-
tad esencial y existencial (legislativa) que la Constitución le atribuye a la
Asamblea Nacional, tanto desde el punto de vista cualitativo, como cuantita-
tivo, al transferirle dicha potestad al Presidente de la República para que regu-
le mediante decretos con fuerza de ley, durante un larguísimo período de
dieciocho meses, cualquiera de las materias que integran la esfera competen-
cial de la Asamblea Nacional. Sin duda que ese vaciamiento no sólo resulta
contrario a la naturaleza de la delegación legislativa, sino también a los prin-
cipios de reserva legal y de separación de poderes, configurándose de esa
manera una situación totalmente anómala de cuasi extinción temporal de la
Asamblea Nacional.

Quinta: En la sanción de la ley habilitante resultó violado el artículo 211
de la Constitución, en virtud de que en su formación no participó la sociedad
organizada, ni se siguieron las fases del procedimiento delineado en tal senti-
do por la Ley Orgánica de la Administración Pública, procedimiento que se
pretendió sustituir por un llamado parlamentarismo de calle, figura indetermi-
nada, y que no está reglamentada ni prevista por ninguna de nuestras normas,
razón por la cual conforme al artículo 137 de ese texto legislativo, la ley habi-
litante está viciada de nulidad absoluta.
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Sexta: La consecuencia política derivada de la sanción de una ley habili-
tante afectada por los vicios constitucionales antes enumerados, es que corre-
mos el peligro de que, a través de una ley de plenos poderes como la analiza-
da, Venezuela vuelva a una situación que suponíamos superada de un
presidencialismo sin límites.

Caracas, febrero 2007
Presidente: Jorge Pabón Raydan

Alfredo Arismendi Aguana
Pedro Guevara Sánchez
Humberto Njaim
José Pena Solís
Rogelio Pérez Perdomo
Manuel Rachadell
Juan Carlos Rey
Armando Rodríguez García
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